Forma del cálculo del monto a pagar en concepto de prestación sustitutiva del salario durante los períodos de Incapacidad Laboral Temporaria

Planteo de la situación

A partir del dictado de la Ley de Accidentes de Trabajo N° 24557 los montos a pagar durante los períodos de Incapacidad Laboral Temporaria quedan regulados por los artículos 12 y 13 de dicha ley que dicen:

ARTICULO 12. — Ingreso base. 

1. A los efectos de determinar la cuantía de las prestaciones dinerarias se considera ingreso base la cantidad que resulte de dividir la suma total de las remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones, con destino al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, devengadas en los DOCE (12) meses anteriores a la primera manifestación invalidante, o en el tiempo de prestación de servicio si fuera menor a UN (1) año, por el número de días corridos comprendidos en el período considerado.

(Apartado sustituido por Art. 4º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

2. El valor mensual del ingreso base resulta de multiplicar la cantidad obtenido según el apartado anterior por 30,4. 

ARTICULO 13. — Prestaciones por Incapacidad Laboral Temporaria.

1. A partir del día siguiente a la primera manifestación invalidante y mientras dure el período de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT), el damnificado percibirá una prestación de pago mensual, de cuantía igual al valor mensual del ingreso base.

La prestación dineraria correspondiente a los primeros diez días estará a cargo del empleador. Las prestaciones dinerarias siguientes estarán a cargo de la ART la que, en todo caso, asumirá las prestaciones en especie.

El pago de la prestación dineraria deberá efectuarse en el plazo y en la forma establecida en la Ley Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias para el pago de las remuneraciones a los trabajadores.

(Apartado sustituido por Art.. 5º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

2. El responsable del pago de la prestación dineraria retendrá los aportes y efectuará las contribuciones correspondientes a los subsistemas de Seguridad Social que integran el SUSS o los de ámbito provincial que los reemplazan, exclusivamente, conforme la normativa previsional vigente debiendo abonar, asimismo, las asignaciones familiares.

(Apartado sustituido por Art. 5º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

3. Durante el periodo de Incapacidad Laboral Temporaria, originada en accidentes de trabajo o en enfermedades profesionales, el trabajador no devengará remuneraciones de su empleador, sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo párrafo del apartado 1 del presente articulo. 
La aplicación lisa y llana de la norma, la cual es clara y precisa, determina que a los efectos del cálculo se deben sumar todas las remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones percibidas por el trabajador en los últimos doce meses y dividirla por la cantidad de meses – previendo incluso que para el caso en que el trabajador no hubiera trabajado los últimos doce meses el divisor será la cantidad de meses efectivamente trabajados- 

Está metodología de cálculo nos lleva, en el caso de un trabajador que haya tenido aumentos salariales durante los últimos doce meses, que producido un accidente deba percibir en concepto de prestación dineraria durante la Incapacidad Laboral Temporaria una suma inferior al última remuneración.-

Esta conclusión ya es manifestada por Julio Armando Grisolía en “Derecho del Trabajo y la Seguridad Social” 4° Edición ampliada y actualizada, Ediciones Depalma, Buenos Aires 2001 en la pagina 987 donde dice refiriéndose al período de Incapacidad Laboral Temporaria:

“En este período el trabajador percibe una prestación de pago mensual equivalente al ingreso base mensual que no tiene carácter remuneratorio. Por lo tanto el trabajador percibe menos de la remuneración que cobró el último mes, ya que el ingreso base prescripto por la ley es un promedio anual de los salarios percibidos.”

El tema a analizar es como se compatibiliza, si es necesario hacerlo, este resultado con lo establecido por el Art. 208 de la Ley de Contrato de Trabajo N° 20744 que dice:

Capítulo I 

De los accidentes y enfermedades inculpables (artículos 208 al 213)

Plazo - Remuneración.-

ARTICULO  208.-Cada  accidente o enfermedad inculpable que impida la prestación del servicio  no  afectará  el  derecho  del trabajador a percibir  su remuneración durante un período de tres (3)  meses,  si su antigüedad  en  el  servicio fuere menor de cinco (5) años, y de seis  (6) meses si fuera mayor.  En  los  casos  que  el  trabajador tuviere  carga  de  familia  y  por  las  mismas  circunstancias  se encontrara  impedido  de  concurrir al trabajo, los períodos durante los cuales tendrá derecho a  percibir  su remuneración se extenderán a  seis  (6)  y  doce  (12)  meses  respectivamente, según  si  su antigüedad fuese inferior o superior a cinco (5) años.  La recidiva de  enfermedades crónicas no será considerada enfermedad, salvo  que se manifestara  transcurridos  los dos (2) años. La remuneración que en  estos  casos  corresponda  abonar  al  trabajador  se  liquidará conforme a la que perciba en el  momento  de  la interrupción de los servicios, con  más  los  aumentos  que  durante  el  período  de interrupción  fueren  acordados  a  los  de  su misma categoría  por aplicación  de una norma legal, convención colectiva  de  trabajo  o decisión del  empleador.  Si  el  salario  estuviere  integrado  por remuneraciones  variables, se liquidará en cuanto a esta parte según el promedio de lo  percibido  en el último semestre de prestación de servicios,  no  pudiendo,  en  ningún caso,  la  remuneración  del trabajador  enfermo  o accidentado ser inferior  a  la  que  hubiese percibido de no haberse  operado el impedimento. Las prestaciones en especie que el trabajador  dejare  de percibir como consecuencia del accidente  o  enfermedad  serán  valorizadas  adecuadamente.

La suspensión por causas económicas o disciplinarias  dispuestas por el  empleador  no  afectará el derecho del trabajador a percibir  la remuneración  por  los  plazos previstos,  sea  que  aquélla  se dispusiera estando el trabajador enfermo  o accidentado, o que estas circunstancias fuesen sobrevinientes.
A primera vista resulta irreconciliables las normas analizadas en la situación de variaciones salariales durante el último año calendario anterior al hecho incapacitante ya que el monto de la prestación calculada según la metodología del Art. 12 de la Ley 24557 nos dará un valor inferior al último haber percibido lo que se opone a lo expresamente normado por el Art. 208 de la Ley 20744.-

Análisis de la situación, distintas posiciones

No existe oposición entre las normas (Se aplican a situaciones distintas):

Esta postura encuentra fundamento en el análisis sistémico de las normas en pugna buscando su significado en función de su posición dentro de una secuencia de enunciados, respecto de la cual se supone una relación de pertenencia y considerando muy especialmente el título o rubrica que encabeza el grupo de artículos.-

Entrando en este análisis observamos que el Art. 208 de la Ley N° 20744 se encuentra ubicado dentro de una sección titulada:

TITULO X

DE LA SUSPENSION DE CIERTOS EFECTOS DEL CONTRATO DE TRABAJO 

(artículos 208 al 224)

Capítulo I 

De los accidentes y enfermedades inculpables (artículos 208 al 213)

Plazo - Remuneración.-

O sea el título expreso del capitulo dice “accidentes y enfermedades inculpables” o sea que el legislador no ha previsto la aplicación de la normativa desarrollada a continuación para los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales. Debe tenerse en cuenta que este mismo artículo 208 impone límites al pago de los haberes en función de la antigüedad laboral que no existen para los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales.-

Por otro lado los Arts 12 y 13 de la Ley 24557 están insertos en una norma referida expresamente a los Riesgos de Trabajos en una sección titulada:

CAPITULO IV

PRESTACIONES DINERARIAS

O sea se refiere específicamente a las prestaciones que deben abonarse al trabajador en el caso de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales.-

A partir de lo desarrollado se concluye que no existe oposición entre ambas normas, sino que son para aplicarse a situaciones distintas, y por lo tanto la manda del Art. 208 que dice: “no  pudiendo,  en  ningún caso,  la  remuneración  del trabajador  enfermo  o accidentado ser inferior  a  la  que  hubiese percibido de no haberse  operado el impedimento” no esta prevista para ser aplicada a la prestación dineraria en el caso de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales.-

Cabe destacar que esta solución es la más respetuosa del principio de coherencia que rige todo sistema jurídico, que debe llevar a buscar aquella interpretación que no anule las normas entre sí, tal como ha sido sostenido en diversos fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación de los cuales mencionamos el siguiente:

“La hermenéutica de las leyes debe practicarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando, como verdadero, el que las concilie y deje a todas con valor y efecto” CS, 1984/09/06. – Etcheverry de Rossi, Maria A. y otros c/Municipalidad de la Capital. LA LEY, 1984-D, 594 – ED del 4/12/84, p. 5.

Efecto derogatorio de la Ley 24557

El efecto derogatorio de la Ley N° 24557 de las regulaciones de la Ley N° 20744 encuentra sustento en el principio que la ley posterior deroga la anterior y el instituto de especialización.-

Con relación al efecto derogatorio la misma Ley 24557 dice expresamente en su Artículo 49: 

ARTICULO 49. — Disposiciones adicionales y finales. 

Disposiciones adicionales 

/.../Tercera:/.../ 3. A partir de la vigencia de la presente ley deróganse la ley 24028; sus normas complementarias y reglamentarias y toda otra norma que se oponga a la presente” 

lo que no admite otra interpretación que el efecto derogatorio sobre todo aquellas mandas que figuren en otras leyes y se opongan a esta ley.-

Por otro lado el mismo Artículo 49 mencionado reforma el Art. 75 de la Ley 20744 que queda redactado del siguiente modo:

ARTICULO 49. — Disposiciones adicionales y finales. 

Disposiciones adicionales 

PRIMERA: Modificación de la ley 20.744.

Sustitúyese el artículo 75 de la ley 20.744 por el siguiente texto: 

1. El empleador esta obligado a observar las normas legales sobre higiene y seguridad en el trabajo. y a hacer observar las pausas y limitaciones a la duración del trabajo establecidas en el ordenamiento legal. 

2. Los daños que sufra el trabajador como consecuencia del incumplimiento de las obligaciones del apartado anterior, se regirán por las normas que regulan la reparación de los daños provocados por accidentes en el trabajo y enfermedades profesionales, dando lugar únicamente a las prestaciones en ellas establecidas. 

que sin lugar a dudas nos remite a la aplicación de la Ley N° 24557 para el cálculo de las prestaciones.-

Con relación al instituto de especialización de la lectura de los antecedentes y texto de ambas leyes se puede inferir que mientras la Ley N° 20744 reglamenta en general la relación laboral, la Ley N° 24557 se avoca a normar un tema específico de esta relación como es el accidente trabajo por ello debe primero aplicarse las normas de esta última y sólo ante un vacío legal, que no es el caso ir a la norma general.-

De lo expuesto surgen los argumentos que sustentan la posición que con relación al tema en estudio debe entenderse que implícitamente el Art. 12 de la Ley N° 24557 deroga al Art. 208 de la Ley N° 20744.-

Aplicación de la Ley N° 20744 como norma marco.-

Esta postura, no compartida por mí, se funda en considerar que la Ley N° 20744 es una norma general que regula las relaciones laborales fijando pautas mínimas inderogables por el resto de la normativa que se dicte sobre el tema.-

Desde este punto de vista el texto del Art. 208 establece un mínimo infranqueable que debe percibir el trabajador en cualquier circunstancia que implique una interrupción de la prestación de servicios por accidentes y enfermedades que es el último haber percibido.-

Siguiendo esta interpretación los Arts. 12 y 13 de la Ley N° 24557 establecen una metodología de calculo para determinar la prestación dineraria, pero su resultado debe pasarse por el tamiz del Art. 208 y aplicar el resultado más favorable al trabajador.-

Se busca encontrar sustento a esta posición en el tercer párrafo del inciso 1 del Art. 13 de la Ley 24557 que al referirse al pago de la prestación dineraria dice que “deberá efectuarse en el plazo y la forma establecida por la Ley N° 20744” pero justamente ese inciso hacer referencia al plazo y forma del pago, o sea el tiempo del pago y como debe ser hecho este y no al monto a pagar que está regulado por el primer párrafo del mencionado inciso.-

Esta posición, no es compartida en tanto no existe una norma constitucional que establezca la pretendida garantía, y por ello mientras el resultado de la aplicación del Art. 12 sea un importe razonable que le permita al trabajador y su familia mantener una vida decorosa no habría violación de las garantías si protegidas por las normas constitucionales y los tratados internacionales.-

Ahora bien, suponiendo que aceptáramos esta solución, debemos resolver quien debe afrontar la diferencia entre la prestación dineraria establecida por el Art. 12 de la Ley 24557 y el valor del último haber percibido por el trabajador.-

Si nos remitimos al Art. 13 de la Ley 24557 parecería que le corresponde a la ART, sin embargo, esta puede alegar que su actividad se encuentra exclusivamente reglada por la Ley 24557 y dado que su relación con el empleador es contractual, donde la ART a cambio de una prima se compromete a realizar los pagos establecidos por la LRT los importes que surjan por aplicación de la Ley 20744 no se encuentran comprendidos en las obligaciones de  ella.-

Esta situación, según lo consultado en algunas ART es lo que se esta dando en la práctica, donde los empleadores pagan el 100% de la última remuneración y luego perciben vía reintegro de las ART el monto determinado por la Ley 24557 debiendo afrontar la diferencia.-

Inconstitucionalidad  del Art. 12 de la Ley N° 24557

Finalmente queda por analizar la posible inconstitucionalidad de la metodología de calculo de la prestación dineraria, para ello y siguiendo la inveterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación al sostener que la declaración de inconstitucionalidad  de una disposición legal es un acto de suma gravedad y por ello debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico, y solo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (Fallos 311:394, 312:122, 322:842 y otros) debemos primero individualizar cual es la norma violentada.-

En este sentido no surge, ni del Art. 14 bis de la Constitución Nacional, ni de los Tratados Internacionales incorporados a la misma ninguna norma explicita que garantice el derecho a la intangibilidad de la remuneración, sólo se garantiza en el Art. 14 bis lo siguiente:

Artículo 14 bis- El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor; jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las empresas, con control de la producción y colaboración en la dirección; protección contra el despido arbitrario; estabilidad del empleado público; organización sindical libre y democrática reconocida por la simple inscripción en un registro especial. 

Por lo que, tal como ya se sostuviera, mientras que el monto a abonar al trabajador mediante el cálculo previsto por el Art. 12 de la Ley N° 24557 se razonable y no vulnere las garantías de retribución justa y una vida decorosa para el trabajador y su familia no existiría agravio suficiente para impugnar la constitucionalidad de la norma.-

